
Deuda Externa
y Derechos Humanos

"Los pagos de la deuda no deben

primar sobre los derechos

fundamentales del pueblo de los países

deudores a la alimentación, la vivienda,

el vestido, el empleo, la atención

de la salud y un medio ambiente

sostenible y sano. Todo país debe

contar con recursos suficientes para

permitir que haya un desarrollo

y un crecimiento sostenidos

y sostenibles."

Red Europea sobre Deuda y Desarrollo (Eurodac),

diciembre 1991, pág. 16.
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progresiva de los derechos económicos,
sociales y culturales, y garantizar los
derechos civiles y políticos.

Analizar la deuda externa desde la vi­

sión de los derechos humanos, supo­
ne en primer lugar, confrontar la con­
ducta del Estado en el endeudamiento

y posterior pago de la misma con sus
obligaciones nacionales e internacÍo-
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mico y social".

Desde esta óptica, el presente Infor­
me Especial pretende realizar una con­
tribución al tema que, desde hace casi
dos décadas, ha llamado la atención
de analistas, especialistas, políticos y
organismos internacionales, quienes
desde sus distintas perspectivas lo han
abordado a lo largo del tiempo.



Los Derechos Humanos

y la Deuda Externa

La manera como se distribuyen los recursos
de un Estado es un indicador clave de la vo­

luntad de cumplir progresivamente con la rea­

lización de los derechos económicos, socia­

les y culturales y garantizar la estabilidad de­
mocrática. En Venezuela la realidad es elo­

cuente pues salta a la vista la dramática ex­

tensión de la pobreza y la multiplicación de

nuevas formas de exclusión, lo que implica

una grave amenaza para la dignidad humana

de la mayor parte de los habitantes del país.

Esta característica de nuestros tiempos es re­

conocida por el Estado venezolano quien
ante la Cumbre Mundial sobre Desarrollo

Social ha afirmado que "esta situación ob­

serva los efectos de un severo empobreci­

miento de la mayor parte de la población y

que, en una sociedad tradicionalmente

integradora y tolerante, comienzan a apa­

recer signos de exclusión que comprometen

la dignidad del pueblo".J

Cabe recordar que la Comisión de Derechos
Humanos de Naciones Unidas en 1993 afir­

mó que "los pagos de la deuda no deben tener

prelación sobre los derechos básicos de la po­

blación de los países deudores a la alimenta­

ción, alojamiento, vestido, empleo, servicios

de salud y un medio ambiente saludable".2

Por ello, tal como se apuntaba en la presenta­

ción de este Informe Especial, la ausencia de

un trabajo sostenido a nivel nacional sobre

las consecuencias del pago de la deuda exter­

na desde la perspectiva de los derechos hu-

manos, amerita una breve descripción de los

principales instrumentos internacionales de

protección de los derechos humanos y de

acuerdos o resoluciones internacionales que

hacen referencia a los derechos económicos,

sociales y culturales y la deuda externa, que

permitan a las ONGs de derechos humanos y

de desarrollo, así como a sectores específi­

cos, abordar el trabajo desde esta óptica.

Como punto de partida, en el artículo 22 de la
Declaración Universal de los Derechos Hu­

manos se reafirma que el Estado debe garan­

tizar a toda persona "la satisfacción de los

derechos económicos, sociales y culturales,

indispensables a su dignidad y al libre desa­

rrollo de su personalidad". Y con una termi­

nología aún más precisa, referida a las condi­
ciones materiales, el Pacto de Derechos Eco­

nómicos, Sociales y Culturales obliga a los

Estados Partes "a asegurar a los hombres y

a las mujeres igual título a gozar de todos los

derechos económicos, sociales y culturales

enunciados en el presente Pacto".

En principio, se pueden apreciar por lo me­

nos dos aspectos fundamentales en los que

el pago de la deuda externa se relaciona di­
rectamente con el tema de los derechos hu­

manos, tal como señala un estudio realizado

recientemente por el Dr. Héctor Faúndez

Ledesma: "En primer lugar, ello implica una

opción en la asignación de recursos esca­

sos que, de ser destinados alpago de la deu­

da, son desviados de la satisfacción de ne­

cesidades básicas de la población, tales

como salud, alimentación, educación, o vi­

vienda, que constituyen derechos humanos
a los cuales la comunidad internacional ha

atribuido una importancia prioritaria. El
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respeto a los derechos humanos constituye

uno de los propósitos esenciales de la Or­

ganización de Naciones Unidas, y los Esta­

dos se han comprometido formalmente a to­

mar medidas -ya sea conjunta o separada­

mente-, para la realización progresiva de
esos derechos. No obstante el carácter de

jus cogens3 de las normas de derechos hu­
manos, en las condiciones actuales, los in­

mensos recursos que se destinan al pago de

la deuda externa hacen imposible para el Es­

tado atender sus obligaciones en materia de

derechos económicos y sociales, sumiendo

en la miseria a inmensos sectores de la po­

blación; además, la inestabilidad política

que genera una situación tan dramática

como ésta, que requiere la adopción de me­

dios económicos impopulares, que con fre­

cuencia obliga a la represión como único

medio para imponerlas ".4

En segundo lugar, conviene recordar que en

lo que concierne a derechos económicos y so­
ciales, el Derecho Internacional no sólo im­

pone obligaciones a los Estados sino también

a la comunidad internacional en su conjun­
t05• La Conferencia Mundial de Derechos Hu­

manos de Naciones Unidas exhortó en 1993

a la comunidad internacional a que hiciera

cuanto pudiera por aliviar la carga de la deu­

da externa de los países en desarrollo, a fin

de complementar los esfuerzos que desplie­

gan los gobiernos de esos países para realizar

plenamente los derechos económicos, socia­

les y culturales de sus pueblos6• Esta exhorta­

ción no tiene sólo importancia ética o políti­

ca, sino que destaca las obligaciones de or­

den jurídico asumidas por la comunidad in­
ternacional en materia de derechos humanos

a las que ya se ha hecho referencia.

ív

De manera que, si bien los Estados tienen el

deber de honrar y cumplir de buena fe los con­

tratos que han suscrito en materia crediticia,

estos compromisos no se pueden ejecutar de

manera que resulten incompatibles con las

obligaciones de rango preeminente que esos
mismos Estados tienen en materia de dere­

chos humanos.

Por otra parte, la comunidad internacional

también tiene obligaciones con respecto a la

cooperación económica entre los Estados. En

este sentido, la Carta de Derechos y Deberes
Económicos de los Estados de Naciones Uni­

das codifica normas y principios cuyo propó­

sito es proteger a los países económicamente

más débiles, mediante obligaciones de coope­

ración que impone a los países desarrollados.

La Carta declara que uno de sus objetivos fun­

damentales es promover el establecimiento de
un orden económico internacional basado en

la equidad, la igualdad soberana, la inter­

dependencia, el interés común y la coopera­
ción entre todos los Estados, sin distinción de

sistemas económicos y sociales. Asimismo,

expresa el deseo de contribuir a la elimina­

ción de los principales obstáculos al progreso

económico de los países en desarroll07. En

ese orden de ideas, al referirse a los princi­

pios fundamentales que deben regir las rela­
ciones económicas internacionales, la Carta

subraya el respeto a los derechos humanos y
a las libertades fundamentales, el fomento de

la justicia social internacional y la coopera­

ción internacional para el desarrollo.s

En particular, el artículo 19 de la Carta de De­

rechos y Deberes Económicos de los Estados

dispone que: "Con el propósito de acelerar el

crecimiento económico de los países en desa-



La estrecha vinculación

entre los derechos

humanos y la deuda
externa ha sido

reconocida también

por la Comisión de
Derechos Humanos de

Naciones Unidas

rrollo y cerrar la brecha

económica entre países de­

sarrollados y países en de­

sarrollo, los países desa­
rrollados deberán conce­

der un trato preferencial

generalizado, sin recipro­

cidad y sin discriminación,

a los países en desarrollo

en aquellas esferas de la

cooperación internacional

en que sea factible ". Esta

disposición no enuncia

meros propósitos sino que

consagra obligaciones ju­

rídicas muy precisas que

los países industria\izados

no pueden eludir.

Si bien estas obligaciones están limitadas a

"aquellas esferas de la cooperación en que

sea factible", en el ámbito de la deuda exter­

na esta cooperación es imperativa y urgente,

pudiendo materializarse de muchas formas,

ya sea a través de la condonación del todo o

parte de esa deuda, o mediante el ajuste de

las condiciones de pago, en términos de pla­

zos e intereses, dentro de límites justos y ra­

zonables. La cooperación para el desarrollo,

en cuanto deber jurídico de los países

industrializados, es una materia que la Carta

reitera y subraya. En efecto, según el artículo

17, la cooperación internacional para el desa­

rrollo es "un objetivo compartido y deber co­

mún de todos los Estados ", por lo que "todo

Estado" debe coóperar con los esfuerzos de

los países en desarrollo para acelerar su desa­

rrollo económico y social, asegurándoles con­

diciones externas favorables y dándoles una

asistencia activa, compatible con sus necesi-

dades y objetivos de desa­

rrollo, con estricto respeto

de la igualdad soberana de

los estados y libre de con­

diciones que menoscaben

su soberanía. Por su parte,
el artículo 31 de la Carta

enfatiza que todos los Es­
tados tienen el deber de

contribuir a la expansión

equilibrada de la economía
mundial, teniendo debida-
mente en cuenta la estre­

cha relación que existe en­

tre el bienestar de los paí­

ses desarrollados y el cre­

cimiento y desarrollo de los

países en desarrollo, y te­

niendo en cuenta que "la
prosperidad de la comunidad internacional

en su conjunto depende de la prosperidad de

sus partes constitutivas". Por fin, el artículo

25 de la Carta se refiere, igualmente, a las obli­

gaciones que le incumben a los países desa­

rrollados respecto de los países menos favo­

recidos, con miras a ayudarles a superar sus

dificultades particulares y coadyuvar así a su
desarrollo económico social.

Al respecto, cabe señalar que "lafuerzaju­
rídica de las normas contenidas en la Car­

ta de Derechos y Deberes Económicos de
los Estados no deriva del instrumento en

que ellas están recogidas -una resolución
de la Asamblea General de la ONU-, ni del

amplio respaldo recibido al momento de su

aprobación, ni del lenguaje empleado por

los Estados para reflejar el carácter

vinculante de sus disposiciones, sino de la

circunstancia en que ella se limita a decla-
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rar obligaciones internacionales pre­
existentes, derivadas del Derecho Interna­

cional general".9

La estrecha vinculación entre los derechos hu­

manos y la deuda externa ha sido reconocida

también por la Comisión de Derechos Huma­

nos de Naciones Unidas, que ha exhortado a

"(..) poner en práctica, en todos los países,

los derechos económicos, sociales y cultura­

les que figuran en la Declaración Universal

de Derechos Humanos y en el Pacto Interna­

cional de Derechos Económicos, Sociales y

Culturales, y el estudio de los problemas es­

peciales con que se enfrentan los países en

desarrollo en sus esfuerzos por la realización
de estos derechos humanos, con inclusión de:

los problemas relacionados con el derecho

a disfrutar de un nivel de vida adecuado; la

deuda externa, las políticas de ajuste eco­

nómico y sus consecuencias en el goce efec­

tivo de los derechos humanos, especialmen­

te en la aplicación de la Declaración sobre
el derecho al desarrollo ",10

Un poco de historia
en América Latina

y Venezuela

Cabe entonces hacer una breve reseña histó­

rica acerca de cómo se gestó la deuda externa

en América Latina, y en particular en Vene­

zuela. A partir del boom petrolero de 1974,

originado por el conflicto árabe-israelí, los

precios del petróleo, que se habían manteni­

do prácticamente estables en las dos décadas
anteriores, se incrementaron casi en un 70%,
lanzando al mercado internacional miles de

millones de petrodólares, Esto permitió a la

VI

banca privada internacional colocar sus dó­

lares excedentes, otorgando préstamos mi­

llonarios a países del tercer mundo sin exi­

gir mayores garantías, obviando de esta for­

ma las reglas establecidas por el sistema fi­
nanciero internacional.

Esta nueva política financiera, cambió la es­

tructura de la deuda externa de los países deu­

dores, ya que los créditos provenientes de la

banca privada pasaron a representar más del

60% del dinero prestado al tercer mundo, Por

otra parte, más del 75% de la deuda fue con­

traída en dólares, justo en el momento en que
las monedas nacionales estaban sometidas a

un creciente proceso de devaluación, lo que

llevó a que el monto de la deuda externa co­

menzara a crecer exponencialmente, afectan­

do gravemente la capacidad de pago de los

países deudores.

Otra característica de este proceso fue que

gran parte del dinero prestado ni siquiera

entró a las arcas de los países endeudados;

un importante porcentaj,e se quedó en los

bancos extranjeros en forma de comisiones

pagadas a los altos funcionarios que nego­
ciaban los empréstitos; otra, así como in­

gresó vía telex, retornó de inmediato a los

bancos extranjeros (proceso que se conoce

como fuga de capitale,,); y finalmente, el

resto que ingresó, sirvió para financiar po­

líticas expansivas en gastos de consumo de

bienes importados.

Por otro lado, "en la propia década de los

setenta, en los países desarrollados se fue

gestando una crisis económica que generó el

afianzamiento de las estrategias neoliberales

y el establecimiento de políticas proteccio-
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e imperdonable que se

intente hoy esconder

la magnitud de un

problema que

condiciona cualquier

modelo de desarrollo,

profundiza nuestra

dependencia y
neutraliza el futuro

político, económico

y social
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Posteriormente, en la dé­
cada de los ochenta se

produce la caída de los

precios del petróleo, que

contribuyó a empeorar el

problema del pago de la

deuda, ya que a la falta de
recursos monetarios se

agregó el hecho de que en
la década anterior fueron

incrementadas en exceso

las tasas de interés. "Así
los intereses subieron de

menos del 30% del total

del servicio de la deuda a más del 50% "12.

Ello explica el desmesurado crecimiento de

la deuda en un período no mayor de diez años.

Los elevados montos de la deuda externa (ver

cuadro 1) colocó a los países deudores en una

situación crítica que se reflejó en que los in­

gresos de divisas provenientes de las exporta­

ciones de sus principales productos, se desti­

naron cada vez más al pago de la deuda, lo que

generó tensiones sobre la balanza de pagos y

dificultó la importación de bienes esenciales.

Asimismo, los recursos que los Estados debie­

ron haber orientado a la formación de capita­

les para impulsar la inversión y el desarrollo,
así como también a atender servicios esencia­

les como la educación, la salud y el empleo,

fueron absorbidos por el pago de la deuda. Esto

agravó los niveles de desempleo, marginalidad

y pobreza crítica que caracterizan a las actua­
les sociedades latinoamericanas. Por esas ra-

',1 U I~ .•••• ln ...•1"11(.i",n.~ o_t>Qr­
Hu.u~,,",,~_u.u.h.,.:> 'i U"",,UL.I.l-01--¡ a:tra.­
pndn3 en ur- ..,.~.L_U""JUIJ ~111

~~bd~n, que obhe-ó 0.103 eo
biemos de la región, en la

década de los noventa, a

aceptar planes de ajuste di­

señados por entes fmancie­
ros internacionales, destina­

dos a garantizar el pago de
la deuda externa en un mar­

co de modernización y

globalización de la econo­
mía, a costa del deterioro de
las condiciones de vida de

la mayoría de la población.

Esta realidad es reconoci­

da incluso por empresas
transnacionales beneficiarias de la

implementación de estas políticas, tal como se

constata en un Informe de la Liberty

Corporation: "El endeudamiento del Estado

obliga, en consecuencia, a desmejorar los ser­

vicios públicos básicos, tales como la salud,

la higiene, la educación, el transporte, las co­

municaciones y la seguridad individual y co­

lectiva. Los ingresos fiscales nunca alcanzan

para las crecientes necesidades sociales, y el
endeudamiento de los Estados es cada vez ma­

yor a pesar de los continuos aumentos en los

impuestos directos e indirectos",13

En Venezuela, una de las características fun­

damentales de la política económica de los

gobiernos que dirigieron al país entre 1974 y

1983, fue la "utilización irresponsable del cré­

dito público externo "14, tal como se señaló de

manera explícita en el V y VI Plan de Desarro­

llo Económico y Social de la Nación.
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Cuadro 1

América Latina y el Caribe
Deuda externa: 1989-1994

(en miles de millones de dólares)

País 19891994

Argentina

56.875.1

Brasil

123.9151.5

Colombia

17.021.4

Chile

21.321.5

México

107.9136.0

Perú

18.123.6

Venezuela

32.438.8

Fuente: UTAL, OEA, CEPAL, BID, FMI, BM, JUNAC,

El Nacional 04.04.1995

Cabe destacar que el endeudamiento exter­

no venezolano en esta etapa histórica resul­

ta paradójico, ya que en ese mismo período

de 10 años, Venezuela percibió más ingre­

sos que en los primeros 35 años de este si­

glo, cuando se inició la explotación petrole­

ra en el país. Tanto así, que el gobierno tuvo

que crear en 1974 el Fondo de Inversiones

de Venezuela (FIV) para controlar los ingre­

sos públicos adicionales obtenidos por la

triplicación de los precios del petróleo y evi­

tar de esta forma que se desatara un proceso

inflacionario agudo.

En el período 1974-1980, la deuda pública ex­

perimentó un incremento casi exponencial, ya

vi i i

que pasó de 7.136 millones de bolívares para
diciembre de 1973, a más de 100.000 millones

en 1980 y cerca de 200.000 millones de bolí­

vares para fmes de 198315 (ver cuadro 2).

Varias causas podrían explicar este hecho.

Una de las más importantes, fue la concep­

ción política y económica que se le asignaba

al Estado en el período 1974-1978. El lema

del gobierno de Carlos Andrés Pérez fue

crear "La Gran Venezuela" que se concretó

en el V Plan de la Nación, en el cual "se le

asignaba un nuevo rol al Estado venezola­

no, que pasaba de factor de apoyo del pro­

ceso de acumulación, a agente de la diná­
mica de acumulación ".16



Con toda razón, y a manera de velada
auto crítica, se dice años más tarde, en la
exposición de motivos del proyecto de Ley
de Presupuesto de 1985: "El endeuda­
miento público de Venezuela, no es conse­
cuencia de la escasez de recursos finan­
cieros externos ni de la existencia de défi­
cits en la balanza de pagos, tal como ha
sucedido en otros países de América Lati­
na, sino que fundamentalmente se debe a
decisiones relacionadas con programas de
inversión del sector público, ejecutados en
buena parte con el uso de préstamos ex­
ternos, cuyos plazos de amortización no
eran compatibles con los períodos de
maduración de los proyectos. Por otra par­
te, lafalta de control adecuado en las ope-

raciones de crédito público de los entes
descentralizados, permitió que se utiliza­
ra el endeudamiento a corto plazo parafi­
nanciar gastos, sin hacer las previsiones
para cancelarios oportunamente, con lo
cual se configuró una perjudicial cargafi­
nanciera constituida por la denominada
deuda flotante. "17

Esto se reflejó en que el endeudamiento
pasó de Bs. 12.800 millones en diciembre
de 1975, a Bs. 60.753 millones en diciem­
bre de 1980, lo cual a simple vista parece
demostrar que se produjo un endeu­
damiento por Bs. 47.953 millones en ese
lapso, lo cual sería más de dos veces la
cifra planificada. lB

Cuadro 2

La deuda pública de Venezuela
1973-1983

(millones de Bolívares)

200.000

150.000

100.000

50.000

o
1973 1980 1983

Fuente: Informe de la Liberty Corporation
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Se debe señalar que la deuda externa, que a

comienzos del período era menor que la in­

terna, predominó en los años subsiguien­

tes,en especial por las sucesivas

devaluaciones que ha experimentado el bolí­

var desde 1983, lo cual motivó que la deuda

en moneda extranjera, especialmente en dóla­

res, comenzara a ser objeto de conversaciones

para su refinanciamiento, ya que el país no

estaba en condiciones de cumplir los pagos
inicialmente convenidos.

Después de 1980, el país no recibió recur­

sos de la banca comercial, sino sólo mon­

tos relativamente pequeños por parte de las

organizaciones bilaterales y multilaterales,

como consecuencia de la fuga de capitales,

que en el caso venezolano fue denunciada

el 10.02.85 por el Director del Banco de la

Reserva Federal de los Estados Unidos,

Henry Wallich: "Venezuela, Argentina,

México y Brasil invirtieron en países con

economías más estables gran parte de los

préstamos recibidos entre 1972 y 1982 para

proyectos de desarrollo interno (. ..) la pro­

porción de los miles de millones que se sa­

caron, el noventa por ciento en el caso de
Venezuela, ... "19

Tal como lo señalan Ramón Espinosa y

Bernard Mommer: "". el proceso de endeu­

damiento llegó a su fin en 1983 no por una

decisión interna, sino por la negativa de la

banca internacional a seguir prestándo­
nos "20. En ese año culminó el mandato de Luis

Herrera Campins (1978-1983).

Desde 1983, la deuda externa pública vene­

zolanahaoscilado entre 25.000 y 38.800 mi­

llones de dólares, a pesar de que el país ha

x

pagado por servicio de esa deuda en los últi­

mos 15 años (1983-1995) aproximadamen­

te 50.000 millones de dólares. Durante el go­

bierno de Jaime Lusinchi, se pagaron a ra­

zón de 5.000 millones anuales y en el se­

gundo gobierno de Carlos Andrés Pérez, el

promedio fue de cerca de 3.000 millones de

dólares. Cabe recordar que, en su momento,

Lusinchi sostuvo haber firmado "el mejor

refinanciamiento del mundo"; situación des­

mentida no sólo por la realidad misma (des­

ventajosas condiciones para Venezuela), sino

por su vergonzante declaración de que "los

banqueros lo habían engañado", teniendo

que firmar un nuevo convenio antes que fi­
nalizara su mandato.

El segundo gobierno de Carlos Andrés Pérez

firmó un refmanciamiento en 1990 que tam­

bién se consideró un fracaso, por lo que el ac­
tual Presidente Rafael Caldera anunció en

1993, durante su campaña electoral, que trata­

ría de negociar un nuevo acuerdo. En los últi­

mos años la deuda pública total de Venezuela

ha aumentado de manera casi exponencial, pro­

ducto principalmente de la devaluación del bo­

lívar, del aumento de los intereses y, en los úl­
timos años, de la recurrencia a solicitar crédi­

tos externos para hacer frente al masivo

endeudamiento interno del gobierno de Car­

los Andrés Pérez y de los recientes auxilios fi­

nancieros asignados a la banca privada por el

gobierno de Rafael Caldera.

La deuda ha seguido en aumento, aún después

de que muchos de los grandes deudores nego­
ciaran acuerdos de reducción: "Ya en 1995 Ve­

nezuela dio a entender que era necesaria una

segunda negociación sobre el monto no rees­
tructurado en un acuerdo anterior."21



El endeudamiento

del Estado obliga,

en consecuencia,

a desmejorar los

servicios públicos

básicos, tales como

la salud, la higiene,

la educación,

el transporte,

las comunicaciones

y la seguridad

individual

y colectiva

Al fmalizar el primer tri­

mestre del presente año el

gobierno acordó con el

FMI un nuevo plan de ajus­

te, de manera que se espe­

ra para muy pronto el paso

siguiente, que es la rene­

gociación de la porción de
la deuda con los bancos

privados que no fue rees­
tructurada en 1990.

A pesar de que algunas
fuentes económicas seña­

lan que "se ha registrado

una notable mejoría en

los indicadores que refle­

jan la capacidad para to­

lerar el peso de la deu-

da"22, la deuda venezolana en relación con

el Producto Interno Bruto (PIE), no sólo es

la mayor de la región andina, sino que es una

de las principales de las siete economías más

importantes de América Latina. Su sombra

sobre la economía es dos veces más grande

que las proyectadas por las deudas externas

de Brasil y Argentina, y dos tercios más que

las de México y Colombia (ver cuadro 3).

La magnitud de la deuda sólo puede

percibirse con claridad si se observa que casi

duplicó el presupuesto público de 1993 y eS

el equivalente al 30% del PIE de Venezuela.

Esto lleva a algunos especialistas a sostener

que "la amortización de la deuda, al ritmo

que se lleva y de acuerdo con los términos

del último refinanciamiento, necesitará trein­

ta años para su pago. Pero si se vuelve a

refinanciar, como todo parece indicar, el plazo

de pago no bajaría de 50 años "Y

Refinanciamiento
de la deuda externa

y Programas de
Ajuste Estructural

Indisolublemente unidos

al problema de la deuda
externa se encuentran los

Programas de Ajuste Es­

tructural (PAE) propug­

nados por el Banco Mun­

dial (BM) y el Fondo
Monetario Internacional

(FMI) quienes, como

condición para el refi­

nanciamiento, han pro­

piciado la implementa-

ción de estos programas

generando consecuen­

cias negativas en las condiciones de vida

de la población de los países deudores.

En el caso venezolano, queda en evidencia

que la asignación de recursos al pago de la

deuda externa, así como la implementación

de los PAE, han generado una particular si­

tuación negativa en el país. Según cifras

aportadas por el Banco Central de Venezue­

la, el porcentaje del presupuesto del gasto
total de la Administración Pública destina­

do al pago del servicio de la deuda pública,

ha venido incrementándose desde 1989,

cuando representaba el 20%, hasta ubicarse

bajo el actual gobierno en 36,37% en 1994,

y en 40,81 % durante 1995 (ver cuadro 4).

Por otro lado, la evolución de la distribución

del gasto social per cápita es otro claro

indicador de cómo afecta el pago de la deuda

a los cada vez menores recursos que el Esta-
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Cuadro 3

Los siete grandes: deuda total
(mil millones de bolívares)

EEl1982-83

l1li1989

.1995

Fuente: Latin American Newsletters

Cuadro 4

Presupuesto Nacional
(porcentaje destinado al servicio de la deuda)
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Fuente: Banco Central de Venezuela
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compensatorios; e/gasto social ha experi­

mentado unafuerte caída".24

La experiencia venezolana demuestra que

"Aunque los PAE debían permitir volver a

los mercados internacionales para contra­

tar nueva deuda, el país ha caído como con­

secuencia de ello en un círculo vicioso ya

que no se logra la reactivación económica

necesaria y se mantiene o incrementael sal­
do de la deuda".zs

Efectos de la Deuda
Externa sobre los

Derechos Humanos

En enero de 1990, la Oficina Central de Co­

ordinación y Planificación (Cordiplan) pre­

sentó ante el Congreso el VIII Plan de la Na­

ción en el que se afirmaba que "como con­

secuencia del gran viraje, la Venezuela del

futuro será culturalmente distinta a la Ve­

nezuela presente. De una sociedad basada

en el consumo incontrolado de la renta pe­

trolera se pasará a una sociedad basada en

el trabajo productivo y creativo. De un país

que sufre desigualdades tremendas en la
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bro de la Academia Nacional de Economía

señalaba: "La emergencia originada en el

déficit fiscal evidencia graves signos del fra­

caso de la política de ajuste. Hoy después

de tres años del programa de ajuste aplica­

do rígidamente para equilibrar las cuentas

externa e interna del país, se vislumbra un

déficit de 3. 000 millones de dólares en la ba­

lanza de pagos para 1992, una inflación de

más del 40% en este mismo año, y la som­

bría perspectiva de un déficit fiscal estima­

do en 400.000 millones de bolívares para

1993. La situación actual y sus perspectivas

futuras inmediatas lucen peores que a co­

mienzos de 1989 cuando comenzó el progra­

ma de ajuste. "27

Al igual que en el resto de América Lati­

na, en Venezuela se comprueba que los

PAE propiciados por los organismos finan­

cieros internacionales, una de cuyas "re­
cetas" es la transformación del rol del Es­

tado, han significado hasta ahora muchos

sacrificios y pocos beneficios para la ma­

yoría de la población.

En la "Carta de Intención con el pueblo de

Venezuela", documento base de la campaña
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electoral del hoy Presidente Rafael Caldera,

se denunciaba que "los resultados negativos

del llamado paquete están a la vista y han

producido el más extenso y hondo malestar

que haya sufrido la población desde que se

estableció el régimen democrático"28, y se

comprometía a recuperar el equilibrio eco­

nómico con medidas que no significaran un

mayor deterioro de las condiciones de vida

de los sectores más pobres. El rechazo de
las tradicionales recetas fondomonetaristas,

el descarte de un ajuste tipo shock y el énfa­

sis en planes de desarrollo social eran las

bases sobre las que se asentarían sus progra­
mas económicos.

Todo ello le valió el calificativo de "populis­

ta" que le asignara Michel Camdessus, direc­

tor del FMI. Sin embargo, al cabo de los afíos,

y ante la carencia de una política económica

coherente, Camdessus y Caldera se acerca­

ron, y entonces, lo que otrora se llamara plan

de ajuste estructural o paquete económico, re­

cibió el nombre de "Agenda Venezuela". El
15.04.96 se anunciaron las medidas econó­

micas que, tal como lo reconoció el propio

presidente Caldera, traerían como consecuen­

cia "sudor y lágrimas" para la población y más

recientemente, a principios de octubre del pre­

sente afto, se anunció la segunda parte del plan

puesto en marcha.

Las consecuencias que sobre la realización de

los derechos de los trabajadores, la alimenta­

ción, la vivienda, la salud, la educación y el

desarrollo ha traído el pago de la deuda en el

marco de las condicionalidades que imponen

los PAE, ha llevado a las Naciones Unidas a

pronunciarse a través de la resolución 1991/

27 de la Subcomisión, la cual decía entre otras
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cosas: "Preocupada por las repercusiones ne­

gativas de los programas de ajuste estructu­
ral en la realización de los derechos econó­

micos, sociales y culturales, (..) 2.-Insta a las

instituciones jinancieras internacionales, yen

particular al BM y al FML a que presten aten­

ción mayor a las repercusiones negativas de

sus políticas y programas de ajuste estructu­
ral en la realización de los derechos econó­

micos, sociales y culturales."

Efectos sobre los derechos
económicos, sociales y culturales

Provea ha evaluado desde 1989 las consecuen­

cias que sobre los derechos económicos, socia­

les y culturales ha tenido la implementación de

los PAE, tanto el denominado "paquete econó­

mico" vigente hasta 1993 como la actual "Agen­

da Venezuela". En 1993, al fmalizar la aplica­

ción del primer plan de ajuste, afIrmábamos: "el

PAE viola por sus efectos a corto y mediano

plazo los derechos humanos de las grandes ma­

yorías nacionales". Con esta opinión coincidie­

ron algunos especialistas. Trino Alcides Díaz,

por entonces presidente del Colegio de Econo­

mistas del Distrito Federal, afIrmó que "se ase­

guró que con elpaquete económico mejorarían

las condiciones de vida de la población, por­

que sería un sacrificio compartido y hemos cons­

tatado por distintas fUentes que la pobreza crí­

tica está en cifras que configuran una situación

de extrema gravedad"29. Y puntualizaba en re­

lación con la deuda externa: "se conjiaba que

el rejinanciamiento que se iba a hacer dismi­

nuiría la deuda externa notoriamente (en el or­

den del 50%), y sucede que la disminución de

la deuda no ha llegado ni al 5%. La deuda si­

gue representando más del 25% de los gastos

del Presupuesto Nacional, con lo cual el



A pesar de que el gobierno que asumió en

1994 ha pretendido darle un "rostro huma­

no" al ajuste, en concordancia con los nue-

• La distribución del ingreso nacional ha sido

fundamentalmente regresiva en la década de

los 80: para 1988 la participación del capital

fue equivalente al 58,6% de todo el ingreso

nacional y para 1990, se elevó al 64,9%. La

participación del trabajo disminuyó de 41,4%

en 1988a35,1%en 1990.
• 35,1% de la fuerza de trabajo de venga

ingresos mensuales iguales o por debajo del

salario mínimo (100 US$), que se mantiene

congelado desde 1991. El deterioro del salario

real para los que devengan el salario mínimo,

entre marzo de 1989 y enero de 1992, se ubicó

• Durante 1992 se reportaron 3.000 casos de

tuberculosis y 8.929 casos de paludismo,

ambas enfermedades infectocontagiosas que
habían sido eliminadas en la década del 70.

Según el Ministerio de Sanidad, 1.601 nmos

menores murieron por diarreas en 1991, Yen
1992 moría diariamente un nifio menor de 4

afios por hambre.

en el orden de137%, según
estudios de la Facultad de

Ciencias Económicas y
Sociales de la Universidad

Central de Venezuela.

• 40% de la fuerza de

trabajo se ubica en el sec­
tor informal de la eco­

nomía, por lo que no tiene

acceso a la seguridad social.

El desempleo llegó según el
BCV al 9,9% durante 1990.

• El déficit de viviendas

para 1992 ascendía a

1.500.000 viviendas, se­

gún la Ley de Política
Habitacional.

las investigaciones
sobre la situación

de los derechos

económicos,

sociales y culturales

permitían afirmar

que "los pobres
eran las víctimas

del ajuste"

desequilibrio interno y los

recursos para educación,

salud, vivienda y otros ser­

vicios prácticamente no
existen ".30

También en 1993, Provea

sefialó que las investigacio­
nes sobre la situación de los

derechos económicos, so­

ciales y culturales permi­

tían afirmar que "los po­
bres eran las víctimas

del ajuste"31. Los princi­

pales indicadores socia­

les eran categóricos:

• 79% de la población en

condiciones de pobreza,

con un 37,85% en pobreza crítica, según

Fundacredesa. La Comisión Económica para

América Latina (CEP AL) demostró, tomando

como base datos de la Encuesta de Hogares

por muestreo de la Oficina Central de

Estadísticas e Informática (OCEI) que, "desde

1981 hasta 1990, la pobreza ha crecido en

Venezuela en un 117,30% al pasar de

3.607.000 personas a 7.838.000 bajo el

índice de pobreza. Asimismo, dentro del to­

tal de pobres, los que están en pobreza
crítica han aumentado más aún: un 130,94%

al pasar en el mismo lapso de 1.241.000 per­
sonas a 2.866.000".32
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vos planteamientos de los organismos
multilaterales de crédito que plantean la ne­

cesidad de hacer "mayor hincapié en la pro­

tección de los pobres contra los aspectos

más duros del ajuste "33, los efectos sobre

los derechos económicos, sociales y cultu­
rales no se diferencian en nada del anterior

paquete económico. Las consecuencias son
nuevamente evidentes:

• La pobreza extrema o crítica se ubicó en 1994

en un 40,2% de la población según el Instituto

de Investigaciones de Ciencias Sociales de la

Universidad Central de Venezuela. Para 1995,

según el Consejo Nacional de Economía, la

pobreza se elevaba al 83% de la población, la
más alta de las últimas dos décadas.

• Desde el último mes de 1993 hasta julio de
1995 el salario real del venezolano ha caído

en un 53,41%, producto de la elevada

inflación registrada en ese período.34

• El sector informal de la economía creció

hasta situarse en 1996 en el 50% de la fuerza

de trabaj\>oLa tasa de desempleo se elevó el

primer' trimestre de 1995 al 11,5%, según la
OCEI, la más alta registrada desde 1988.

• El gasto público en salud disminuyó de 112

dólares por persona en 1992 a 50 dólares en
1995. Se incrementaron los casos de tubercu­

losis en un 76% desde 1992 (5.303 en 1995).

Efectos sobre los derechos
civiles y políticos

La aplicación de los PAE supuso para Vene­

zuela transitar por la más grave crisis social y

política desde la instauración de la democracia

xvi

en 1958, con graves consecuencias sobre los de­

rechos humanos. La insurrección popular de fe­

brero-marzo de 1989 cuya represión supuso vio­

laciones de los derechos civiles y políticos; los

posteriores intentos de golpe militar del 04.2.92

y 27.11.92 que resquebrajaron gravemente la

legitimidad del sistema democrático; la

instauración de un acentuado autoritarismo gu­

bemamental que se expresó en la persecución a

disidentes sociales o políticos; la represión per­

manente de manifestaciones pacíficas con sal­

do de muertos, heridos y detenidos, son todas

situaciones que estuvieron presentes hasta 1994.

Luego de las elecciones de diciembre de 1993

la democracia se fortaleció institucionalmente,

pero se mantiene el autoritarismo que se evi­

dencia en la implementación de mecanismos de

control social eminentemente represivos, tales

como la aplicación de la Ley sobre Vagos y Ma­

leantes y la criminalización de las protestas

sociales de envergadura y de aquellos sec­

tores críticos de la gestión gubernamental.

Al mismo tiempo se avis oran indicios de

profundo malestar social por los costos de

las medidas del ajuste contempladas en la

Agenda Venezuela, que pudieran deparar

en el futuro cercano situaciones de explo­
sión social como las vividas anteriormente.

Los sucesos de febrero-marzo de 1989 hicie­

ron que la atención del mundo se centrara en

la situación cada vez más grave con respecto

a la vigencia de los derechos humanos en Ve­

nezuela. A partir de 1992, la opinión pública

internacional comenzó a manifestar preocu­

pación sobre la materia. A modo de ejemplo,

el Departamento de Estado de Estados Uni­

dos resaltó la persistencia de "detenciones ar­

bitrarias y excesivamente prolongadas, el

abuso al que se sometía a los detenidos, las



ejecuciones extrajudi­
ciales perpetradas por
policías y militares, la im­
punidad con la que se tra­
taba a los policías y ofi­
ciales de seguridad que
habían sido acusados de

cometer abusos, la co­

rrupción y exagerada
ineficiencia de los siste­
masjudiciales y de ejecu~
ción de la ley, las condi­
ciones deplorables de las
cárceles del país, lafalta
de respeto por los dere­
chos de las poblaciones
indígenas y la violencia y
discriminación que su­
frían las mujeres ".35

La aplicación

de los PAE supuso

para Venezuela transi­

tar por la más grave
crisis social

y política desde la
instauración de la

democracia en 1958

de 1995,44 personas fue­
ron muertas, 1.241 heridas

por armas de fuego y

4.732 detenidas por su

participación en manifes­

taciones pacíficas; en el

mismo lapso un promedio
de una de cada 6 manifes­

taciones pacíficas fue re­

primida. A ello cabe agre­

gar las 400 personas
muertas a consecuencia de

la represión a los sucesos

de febrero-marzo de 1989,

y las 78 víctimas plena~
mente identificadas du­

rante las dos intentonas

golpistas de 1992.

Durante los últimos años, las fuerzas de se­

guridad de Venezuela han sido responsables

de serias violaciones a los derechos humanos,
en un contexto donde los mecanismos cons­

titucionales diseñados para protegerlos,

como los tribunales y la Fiscalía General de la

República, no lograron ser eficientes en las in­

vestigaciones y castigos consecuentes, con lo

que la impunidad resultante contribuyó a pro­
mover los abusos.

Investigaciones realizadas por Provea dan

cuenta de las consecuencias que ha tenido

sobre los derechos civiles y políticos la apli­
cación de los PAE.

Desde 1989, los cuerpos policiales y de se­

guridad afectaron de manera sistemática el

derecho a manifestar pacíficamente. Según

Provea, entre octubre de 1990 y septiembre

Otra de las consecuencias sociales del pago

de la deuda y de la aplicación de los PAE ha

sido la generalización de la pobreza, que ha
devenido en un aumento de los índices de cri­

minalidad. Esta problemática social ha sido

abordada desde las instancias gubernamenta­

les, privilegiando la represión sobre la pre­

vención, situación que ha generado un eleva­

do índice de violaciones a la libertad y a la

integridad personal, tal como lo demuestran

las mismas investigaciones: 24.888 detencio­

nes arbitrarias en operativos de seguridad en­

tre 1990 y 1995. Estos operativos han sido

denunciados reiteradamente por su ineficacia

y por las violaciones a los derechos humanos

que suponen para una gran mayoría de po­

blación inocente. Por ejemplo, de un total de

4.448 detenidos en seis operativos realizados

en el mes de noviembre de 1994, sólo 15 per­

sonas estaban solicitadas por tribunales; esto

significa una efectividad del 0,33%.36
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Por otro lado, el Poder Ejecutivo, con el

aval del Legislativo, ha recurrido desde

1989 a suspender las garantías constitu­

cionales cada vez que surge una crisis po­
lítica o una situación de conflictividad so­

cial o económica. Desde 1989 hasta 1995

este hecho ha ocurrido en cinco oportu­

nidades, y desde junio de 1994 se man­

tienen suspendidas en 16 municipios fron­
terizos. El Presidente Carlos Andrés Pérez

las suspendió en febrero de 1989, y des­

pués de cada uno de los intentos de golpe
de Estado, en 1992. El Presidente Calde­

ra las suspendió en dos oportunidades,

con el argumento de afrontar emergencias

económicas generadas, en la primera

oportunidad, por la crisis bancaria y en la

segunda, por la necesidad de adoptar me­

didas económicas urgentes. Sin embargo,

a pesar de las justificaciones esgrimidas,

el gobierno aprovechó la suspensión de

garantías para realizar acciones represi­

vas que, en nada guardaban relación con

ellas. Durante ese período la policía rea­
lizó numerosas redadas en las zonas ur­

banas pobres de Caracas con el objetivo
de combatir la delincuencia; así como

operativo s destinados a detener activistas

sociales, líderes populares y miembros de

partidos de izquierda, que difícilmente

pudieran vincularse a los sectores finan­

cieros y bancarios buscados por el gobier­

no. Tal como lo reporta el Informe Mun­

dial de Human Rights Watch correspon­
diente a 1994: "En realidad, en vez de verse

como un esfUerzo que iba dirigido a resolver

la crisis económica, parecía que la suspensión

de las garantías faCilitaba una lucha contra el

crimen, la violencia urbana y los disturbios,

sin restricción alguna".

xvi i i

La Impunidad
de los responsables
de la Deuda Externa

Desde la perspectiva de los derechos huma­

nos, el tema de la impunidad en el caso de la
deuda externa es de ineludible tratamiento. La

experiencia demuestra que la impunidad de las

violaciones a los derechos humanos y de los

delitos, afectan no sólo la credibilidad y efica­

cia del sistema de administración de justicia,

sino que crea las condiciones para que aque­

llos se vuelvan a producir. Cabe acotar que la
mayoría de las violaciones a los derechos hu­

manos cometidas a partir de 1989 permanecen

sin castigo, en la impunidad. Para demostra­

ción, basta seílalar que el Comité de Familia­
res de Víctimas de los sucesos de febrero-mar­

zo de 1989 (Cofavíc), ante la impunidad que

existe a nivel nacional, ha tenido que recurrir a
la Comisión Interamericana de Derechos Hu­

manos de la Organización de Estados Ameri­

canos, para denunciar casQs,de personas muer­

tas y desaparecidas en aql,lella oportunidad.

En el caso de las responsabilidades de los fun­

cionarios públicos involucrados en el proce­

so de endeudamiento y re financiación de la
deuda externa, la situación es similar: no exis­

te ningún procesado ni preso por las eviden­

tes violaciones a las leyes nacionales e inter­

nacionales que regulan esta materia.

Desde este punto de vista, el problema de la

deuda externa en Venezuela presenta varios

aspectos. En primer lugar, la f.oona como fue

adquirida contravino el artículo 231 de la

Constitución Nacional que establece la "fina­
lidad reproductiva" de los empréstitos, así



ilegalidad,
fraudulencia

y doble pago
de la deuda externa

no puede quedar

en la impunidad

como otras normativas le-

gales como la Ley de Cré­

dito Público y la Ley Or­

gánica de Hacienda. El se­

gundo aspecto tiene que
ver con el establecimien­

toy el reconocimiento de
los montos de la deuda.

Por último, la forma como

se ha pactado el refinan-
ciamiento de la deuda ex-

terna irrespetó normas

constitucionales que con-

templan el derecho sobe-
rano e ilimitado del Estado

de controlar todas las con-

diciones y consecuencias de la deuda pública.

En los años setenta y ochenta cuando se ge­

neró el endeudamiento del país y posterior­
mente estalló a nivel internacional la crisis de

la deuda externa; se evidenció que Venezue­
la no contaba con la información necesaria

sobre esta situación a nivel interno. La forma

irregular como se había tratado la materia

crediticia internacional quedó evidenciada en

el informe presentado por la International

Financial Statistics quien, afirmó que "el go­
bierno no sabe cuánto debe cada entidad del

sector público a cada uno de los bancos ex­

tranjeros; no sabe cuánto son los intereses y

mucho menos los pagos de amortización. Así

que los pagos internacionales en Venezuela
están en un estado de caos increíble ".37

En esas condiciones, Venezuela reconoce los

montos que recogían informaciones llegadas
desde el exterior sobre la materia, sin realizar
un estudio de la forma como se contrataron esos

créditos, su destino, la legitimidad del ente con-

tratante, el monto de los con­

tratos, ni el establecimiento

de responsabilidades. Esta

situación ha permitido que

se califique de ilegal la deu­

da venezolana, sin haberse
establecido hasta la fecha

responsabilidad sobre estas

irregularidades. Aún cuan­

do se ha reconocido que los

ex-presidentes Carlos An­

drés Pérez y Luis Herrera

Campis fueron en principio

los responsables directos de
la grave situación de

endeudamiento del país,

no se establecieron responsabilidades legales

o políticas referentes a esta materia sobre nin­

guno de los dos. Sumado a ello está el reco­

nocimiento de la deuda privada como deuda

pública por parte del Estado Venezolano. Se

evidencia entonces que en toda esta situación

irregular de endeudamiento no se ejercieron

los controles recíprocos que los diferentes po­

deres del Estado están obligados a ejercer de

acuerdo con sus obligaciones constituciona­

les y democráticas.

Estas irregularidades han sido denunciadas a

lo largo de estos años sin que hasta la fecha

se haya obtenido pronunciamiento alguno de

parte de las autoridades competentes. En tal

sentido, cabe mencionar la demanda que se

introdujera ante la Sala Político Administra­

tiva de la Corte Suprema de Justicia en el año

1986, por un grupo de congresantes38, en don­
de se solicitaba, entre otras cosas, la declara­

ción de inconstitucionalidad e ilegalidad del
Convenio de Reestructuración de la Deuda

Pública Externa. Demanda ante la cual la CSJ
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no se ha pronunciado a pesar de haber trans­

currido ya diez años.

El Decreto 988 dictado el 15.01.86, por el

Presidente Lusinchi, evidencia parte de las

irregularidades y consiguiente impunidad de

la negociación de la deuda externa y de su

refinanciamiento, ya que en el mismo se es­
tablece una lista con todos los entes descen­

tralizados involucrados, sin que aparezcan

los montos que cada uno de ellos debía pa­

gar ni el tipo de moneda en que se haría el

pago. Bajo este decreto se subrogó y se asu­

mió toda esa deuda externa, sin ningún tipo

de control previo.

Cabe destacar que las autoridades nacionales

fueron advertidas en su oportunidad sobre es­

tas irregularidaes. Sin embargo, no tomaron

ninguna medida al respecto. Un informe fe­

chado en abril de 1995, avalado por bufetes y

universidades norteamericanas, señala que

"los bancos prestamistas, violaron la Ley Anti

Trust y la Ley Anti Raqueting en Estados Uni­

dos (reguladoras, entre otras materias, de la

competencia libre del mercado de capitales),

porque no realizaron las licitaciones necesa­

rias para otorgarle préstamos a los países del

tercer mundo y que el haber violado la Ley

Anti Raqueting, amerita demandas penales

contra los banqueros y contra los Bancos en
Estados Unidos. "39

Por si fuera poco, el gobierno venezolano en

el año 1986, cuando se negociaba el
refinanciamiento de la deuda externa de Ve­

nezuela en Nueva York, convino que la Re­

pública de Venezuela actuaba en ese acto

como ente privado y comercial, renunciando

irrevocablemente a cualquier ley, conjunto de
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leyes, decretos, o códigos que le impidieran

suscribir ese acuerdo, el que además expresa:

"que la República ha renunciado irrevoca­

blemente a sus prerrogativas de inmunidad,

de jurisdicción, y de ejecución ". Todo ello

permite plantear, como lo han hecho dife­

rentes reuniones de juristas que se han reali­

zado en el continente, que este tipo de cláu­

sulas, en las que el Estado abdica su derecho

a ser sometido a su propia legislación, juris­

dicción e investidura, son ilegítimas y por

consiguiente nulas.

En el transcurso de 1996 ha salido a la luzpú­

blica nuevamente el tema de la ilegalidad de la

deuda externa venezolana. Se ha planteado que
la misma ha sido cobrada más de una vez me­

diante documentación adulterada y forjada, sin

que las autoridades venezolanas tengan cono­

cimiento exacto de su monto, además que, de

manera ilegal y violatoria de la Constitución

se ha renunciado a la soberanía jurisdiccional

de los tribunales del país.

El ingeniero Cristopher Ananías, presidente

y copropietario de lafirma Anson Dreelling,

catalogada en importancia como la segunda
empresa contratista de la industria petrolera

venezolana, afirmó que "para febrero de 1986

estaba saldada la deuda de la compañia, sin

embargo se encontraron con que la deuda

global de la empresa aparecía registrada con

avales forjados y se le estaba cobrando nue­

vamente a la República de Venezuela. "40

Todos estos elementos han generando en el

presente una matriz de opinión sobre el tema

que apunta a que la ilegalidad, fraudulencia y

doble pago de la deuda externa no puede que­

dar en la impunidad.



Observaciones Finales

Este Informe Especial ha pretendido demos­

trar la estrecha vinculación que existe entre

el pago de la deuda, la implementación de

los PAE Y las violaciones de los derechos

económicos, sociales, culturales, civiles y

políticos, así como los efectos sobre la esta­
bilidad democrática.

La deuda externa es un problema que se arras­

tra desde hace varios afios, que no ha sido

resuelto y que empeora con el transcurso del

tiempo. Estas consideraciones finales preten­

den servir de punto de referencia sobre el tema

desde la perspectiva de los derechos humanos.

Para Provea, toda estrategia que esté dirigida

a resolver el problema de la deuda, debe to­
mar en consideración factores tales como las

condiciones de vida humana, la salud, la ali­

mentación, la educación y el empleo de la po­

blación, en particular de los grupos más vul­

nerables y de más bajos ingresos.

En este sentido, la Observación General 2 del

Comité de Derechos Económicos, Sociales y

Culturales de Naciones Unidas destaca que en

las situaciones en las que el disfrute de los dere­

chos económicos, sociales y culturales se ha vis­

to afectado negativamente por la carga de la

deuda y las medidas de ajuste, "los esfuerzos

por proteger los derechos económicos, socia­

les y culturales más fundamentales adquieren

una urgencia mayor, no menor".41 Razón por

la cual es obligación del Estado garantizar con­

diciones que permitan el desarrollo integral

de la población, sobre todo de los sectores más

desfavorecidos y vulnerables de la sociedad.

De lo contrario, las consecuencias del pago de

la deuda externa redundarán en violaciones

flagrantes de los derechos humanos.

Asimismo, Provea comparte algunas propues­

tas suscritas por ONGs que participaron el

16.01. 95, en el 51? período de sesiones de
la Comisión de Derechos Humanos de Na­

ciones Unidas, acerca del problema de la

deuda externa desde la perspectiva de de­
rechos humanos:

• Debe tenerse en consideración que el

desarrollo es un proceso mundial, pluri­

dimensional, centrado en las personas y

debe equilibrarse con un interés por la

equidad, un énfasis en las políticas

redistributivas y el respeto por todos los

derechos humanos, por lo que toda

consideración o estrategia sobre el pago

de la deuda debería restringirse igualmente

a niveles compatibles con mejoras soste­

nidas del bienestar humano, la recuperación

económica y la capacidad de pagar.

• Debe tenerse en cuenta la integración de
los criterios de los derechos humanos en

toda consideración y que los montos del

pago de la deuda no afecten el desarrollo

progresivo de los derechos económicos,

sociales y culturales. Esto implica

respetar el establecimiento de un nivel

mínimo de protección y bienestar social

por parte de los Estados, y que las

políticas nacionales, la legislación y la

acción práctica conlleven al desarrollo

progresivo de los mismos.

• Debe acentuarse la labor de investigación

y trabajo encaminada a determinar en qué

medida las leyes y políticas internas en
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materia de deuda externa y de derechos

económicos, sociales y culturales están

sujetas a revisión o enmienda dentro de
los Estados, sobre la base de las

obligaciones asumidas en virtud del Pacto
Internacional de Derechos, Económicos,

Sociales y Culturales. Asimismo, debe

hacerse adecuado seguimiento de las obli­

gaciones de los Estados Parte de presentar

informes ante los organismos

especializados de Naciones Unidas, en

particular del Comité de Derechos

Económicos, Sociales y Culturales.

• Debe fortalecerse la labor educativa sobre

la problemática de la deuda externa y sus

consecuencias sobre la vigencia y
realización de los derechos humanos a

nivel del conjunto de la sociedad, en par­

ticular de los sectores más desprotegidos,

así como del sector gubernamental

responsable de las políticas públicas.

• Debe reinvíndicarse e implementarse la

participación popular en la elaboración de

políticas relacionadas con el problema de

la deuda externa y las políticas de ajuste

económico, de manera de someter a las

mismas a un examen de la población an­

tes de su aprobación e implementación.

• Debe tomarse en cuenta la necesidad de

integrar a las instituciones financieras

internacionales (BM y FMI) al sistema de

las Naciones Unidas, para que actúen de

acuerdo a los principios, normas y

orientaciones que en materia de derechos

humanos y desarrollo ha establecido dicho

sistema internacional, que han sido
obviadas hasta los momentos.
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